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Procurador Alejandro Ordóñez Maldonado presidió reunión en la que se analizaron aspectos del proyecto de ley ordinaria de reforma a la salud
 
          Jefe del Ministerio Público escuchó planteamientos del ministro de Salud, de senadores de la República y de voceros de Acemi y de los usuarios.
 
          En el marco de su función preventiva y de control de gestión, la Procuraduría ha propiciado espacios de diálogo con los diversos actores involucrados en la materia.
 
Bogotá, 12 de septiembre de 2013. Con el propósito de analizar los aspectos incluidos en el Proyecto de Ley 210 de 2013 - Senado, por el cual se redefine el Sistema General de Seguridad Social en Salud, el procurador general de la Nación, Alejandro Ordóñez Maldonado, presidió una reunión a la que asistieron el ministro de Salud y Protección Social, Alejandro Gaviria Uribe, los senadores ponentes coordinadores del proyecto de ley, voceros de la Asociación Colombiana de Empresas de Medicina Integral (Acemi).
 
La procuradora delegada para Asuntos del Trabajo y la Seguridad Social, Diana Margarita Ojeda Visbal, reiteró que las decisiones que se adopten frente a la posible reforma de la salud deben estar orientadas a la garantía del acceso efectivo y oportuno a los servicios para todos los colombianos, por lo que se deben considerar soluciones de fondo a las fallas estructurales del sistema.
 
El señor Néstor Álvarez, vocero de pacientes de alto costo, aseguró que las EPS no han cumplido el “contrato social” con los usuarios y que no hay ética en el manejo del negocio de la salud.
 
Planteamientos de la Asociación Colombiana de Empresas de Medicina Integral 
 
Los voceros de Acemi expresaron sus preocupaciones por la sostenibilidad fiscal de las propuestas contempladas en el proyecto de reforma, dado que hoy, en su criterio, se registra ya un considerable déficit presupuestal (por factores como el “No POS” y la permanente inclusión de nuevas tecnologías) y hay elevados niveles de deuda que han contraído las EPS, tanto del régimen contributivo como del subsidiado, con las IPS tanto públicas como privadas.
 
Argumentaron ampliamente las razones por las que se debe considerar mantener, con la debida regulación, la figura de “integración vertical”, que permite a las empresas promotoras de salud ser propietarias de instituciones prestadoras. Advirtieron que prohibir tajantemente esta posibilidad implicaría serias dificultades para la prestación del servicio, especialmente en cuanto a la atención de primer nivel.
 
Señalaron además que la propuesta de centralización, tanto de la información sobre la operación del sistema y de la prestación de servicios como del flujo de recursos, implica considerables riesgos por las debilidades de los sistemas de información frente a la gran cantidad de datos y variables que se manejan en el sector.
 
Plantearon asimismo sus inquietudes frente al que será el papel de los “gestores” propuestos en el proyecto de reforma y aseguraron que es fundamental concebir en todo caso un esquema mejor que el que opera actualmente, que aborde la gestión del riesgo y oriente sus resultados a la satisfacción de los usuarios y a la sostenibilidad.
 
Posturas de los senadores de la República
 
Los congresistas anunciaron que esta semana inicia el segundo debate del proyecto en el Senado y que se ha realizado un detallado estudio sobre los pormenores del mismo, que ha incluido la realización de 16 audiencias públicas con diversos actores sectoriales, con el propósito de evitar la aprobación de una reforma que a la postre se constituya en “una nueva frustración” para el país.
 
Los legisladores señalaron que se han evaluado aspectos como el costo del esquema propuesto, la disponibilidad real de recursos, los mecanismos para hacerlo sostenible y especialmente la necesidad de dar respuesta a las necesidades de los usuarios, que en diversos escenarios han planteado las barreras que deben enfrentar para contar con el acceso a los servicios.
 
Entre los aspectos que consideran es necesario definir reglas de juego muy concretas, está el de limitar definitivamente cualquier posibilidad para las EPS que dieron un inadecuado manejo a los recursos entren al nuevo esquema como gestoras de salud.
 
Aunque algunos miembros de la Comisión Séptima del senado han solicitado el archivo de la iniciativa por considerar que no es oportuno discutir y definir en esta coyuntura una reforma estructural a la salud, la mayoría de los miembros de esta Comisión decidieron darle trámite y avanzar en los respectivos debates.
 
Respuestas del ministro de Salud y Protección Social
 
El ministro Alejandro Gaviria Uribe aseguró que hay consenso entre la mayoría de los actores sobre aspectos como la importancia de fortalecer las bases de datos y los sistemas de información, de enfocar el sistema hacia la gestión del riesgo, así como de avanzar en la profesionalización y especialización del recurso humano, y sobre la necesidad de desmontar las barreras que se imponen a los usuarios para el acceso a los servicios
 
Señaló asimismo que se debe buscar un balance entre la autonomía y la gestión de costos, y que es fundamental depurar las cifras sobre aspectos como la cartera entre EPS e IPS para evitar distorsiones en los análisis sobre la realidad del sector.
 
El procurador Alejandro Ordóñez Maldonado concluyó la reunión asegurando que en el marco de su función preventiva y de control de gestión, se seguirán propiciando desde el Ministerio Público estos espacios de diálogo con los actores involucrados en la materia, con el propósito de enriquecer las discusiones para el logro de un instrumento normativo eficaz que solucione los problemas estructurales del sistema y garantice a los ciudadanos el derecho a la salud.
 
